
L os rebrotes del Covid-
19 en Lleida y Hospi-
talet han generado 
una intensa polémica 
tanto desde el punto 

de vista de la gestión sociosani-
taria como de la acción política 
de la Generalitat. Durante toda la 
pandemia el Ejecutivo catalán no 
cesó de repetir que con una Ca-
taluña independiente se habría 
gestionado mucho mejor la cri-
sis y habría habido menos muer-
tos; incluso, se llegó a culpar a 
Madrid de infectar al país.  

En consonancia con esta línea 
argumental se calificó el estado 
de alarma de «155 sanitario» y se 
reclamó insistentemente el re-
torno de las competencias en esta 
materia. Una afirmación inexac-
ta pues éstas no se intervinieron 
en ningún momento y en cierto 
modo se ampliaron al otorgar a 
la Administración autonómica la 
facultad de actuar en la sanidad 
privada y la industria farmacéu-
tica. Esta estrategia de confron-
tación con el Estado explica la 
postura de Junts per Catalunya y 
la CUP de votar en contra de los 
estados de alarma, como también 
hizo en algunas ocasiones ERC 
sometida a la intensa presión de 
estas formaciones. 

Los repuntes del coronavirus 
se han producido cuando ya se 
había levantado el estado de alar-
ma y no podía argüirse que las 
competencias autonómicas esta-
ban intervenidas por el Gobier-
no central. Ello no fue óbice para 
intentar culpar a Madrid con el 
argumento de que el foco de Llei-
da había sido provocado por los 
temporeros que cada año traba-
jan en la recogida de la fruta y que 
el Gobierno central no había con-
trolado adecuadamente. Una te-
sis que, más allá de cierto resa-
bio xenófobo, ignora que también 
en materia laboral la Generalitat 
tiene competencias plenas.  

La situación de los temporeros 
ha evidenciado las terribles con-
diciones a que están sometidos 
estos trabajadores en su mayor 
parte inmigrantes, muchos de 
ellos irregulares. Especialmente, 
cuando esta migración se repro-
duce cada año y la Administra-
ción autonómica no previó nada 
para darles un alojamiento dig-
no y evitar eventuales contagios.  

El aluvión de críticas a la pési-
ma gestión de la Generalitat en 
el repunte de Lleida y los seis mu-
nicipios de la comarca del Segrià, 
que ya venía preludiado por la 
elevada mortalidad en las resi-
dencias de ancianos, motivó que 
el Gobierno autonómico intenta-

se demostrar que estaba toman-
do medidas radicales para con-
tener la pandemia. Así, anunció 
el uso obligatorio de mascarillas, 
incluso al aire libre y cuando se 
pudiera mantener la distancia de 
seguridad, que carece de aval 
científico pero que ha sido imi-
tado por numerosas comunida-
des autónomas. En esta línea se 
inscribe el primer anuncio de con-
finamiento total del Segrià me-
diante una resolución, calificada 
de «chapuza jurídica», que fue 
anulada por el Juzgado de guardia 
de Lleida a instancias de la Fis-
calía.  

Esta primera resolución con-
templaba un confinamiento do-
miciliario que afecta a un dere-
cho fundamental y que solo pue-
de adoptarse con el estado de alar-
ma, competencia del Gobierno 
central. Además, carecía de fe-
cha límite y no concretaba las con-
diciones en que esta normativa 
debía cumplirse.  

La anulación de esta resolución 
desencadenó la airada reacción 
del presidente, Quim Torra, con 
su habitual retórica de acusacio-
nes a la justicia y al Ejecutivo es-
pañol, que en este caso ponía en 
peligro la vida y la salud de la po-
blación afectada. Sin embargo, la 
actitud de la ciudadanía de Llei-
da no respondió a las expectati-
vas de Torra. Tampoco el Gobier-
no central quiso entrar al trapo 
apuntando que la normativa per-
mite a la Generalitat tomar me-
didas efectivas contra el rebrote 
y recomendándole, como hizo la 
vicepresidenta Carmen Calvo, que 
presentase un recurso contra la 

decisión judicial. Por su parte, el 
ministro Salvador Illa, socialista 
catalán, no apreció conflictos de 
competencias en el decreto ley 
con el que la Generalitat quiso en-
mendar la «chapuza jurídica».   

La manifiesta incompetencia 
con que la Generalitat está ges-
tionando la crisis se ha visto agra-
vada al saberse que la consejera 
de Sanidad, Alba Vergés (ERC), 
rechazó la ayuda logística del Go-
bierno español cuando se produ-
jeron los primeros síntomas del 
rebrote aduciendo que la situa-
ción estaba controlada. Además, 
desde hace un mes está vacante el 
cargo de secretario de la Agencia 
de Salud Pública ,cuya misión es 
precisamente velar por las direc-
trices y prioridades en esta ma-
teria. Una circunstancia que mo-
tivó el vibrante artículo ‘El país 
moribundo’, del influyente ana-
lista Antoni Puigverd en ‘La Van-
guardia’ (8 de julio) donde denun-
ciaba la irresponsabilidad y la in-
competencia de la Generalitat.  

Hasta ahora el potente apara-
to mediático del Ejecutivo cata-
lán y su recurrente recurso a cul-
par a Madrid de todos los males 
del país habían funcionado con 
notable éxito, al menos entre la 
ciudadanía independentista. La 
disonancia entre la retórica se-
cesionista, teñida de suprema-
cismo, y la cruda realidad de la 
incompetente gestión de la pan-
demia está haciendo mella inclu-
so en estos sectores. La estrate-
gia de utilizar el Covid-19 para 
atizar la propaganda indepen-
dentista parece, pues, condena-
da al fracaso. 
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No es el 
catolicismo 
En una acertada carta al di-
rector acerca de nuestra in-
capacidad de controlar el 
gasto público y nuestra de-
pendencia de la generosi-
dad de la Unión Europea, se 
desliza una desafortunada 
insinuación de que la culpa 
es de la moral católica. Apar-
te del hecho de que, por más 
que reviso la doctrina social 
de la Iglesia no encuentro 
nada que incite al abando-
no de las responsabilidades 
individuales, el ejemplo que 
se nos propone, Holanda, 
no parece el más adecuado 
en plena conmemoración 
del 25 aniversario de la ma-
tanza de Srebrenica. Esa 
masacre fue posible gracias 
a la pasividad de los ‘cascos 
azules’ holandeses, que solo 
en otro ejercicio simétrico 
de interesada demagogia 
podríamos atribuir al indi-
vidualismo de la moral pro-
testante.  

Esta inoportunidad po-
dría haberse evitado eligien-
do otro país alineado con las 
tesis holandesas: Austria, 
por ejemplo. Pero claro: 
Austria es un país católico. 
RAFAEL FERRER 

Países muy bajos  
y miopes 
Pocos países en el mundo 
necesitan como la ‘exHolan-
da’ una gran y sólida coope-
ración con otros. De ahí que 
figurara entre los seis Esta-
dos fundadores de la Unión 
Europea. Sus 17 millones 
de habitantes en sólo 41.000 
kilómetros cuadrados, una 
de las mayores densidades 
del mundo, le obligan a im-
portar gran cantidad de ali-
mentos. Ese exiguo territo-
rio, en gran parte a nivel o 
bajo el nivel del mar, le hace 
muy vulnerable, como ha 
demostrado la historia, en 
una guerra u otro suceso. 
Una situación tal sólo le per-
mitiría sobrevivir con la ayu-
da exterior. 

Sin embargo, recibiendo 
tantos beneficios de la 
Unión Europea, Países Ba-
jos no ha tenido empacho 
en convertirse en un paraí-
so fiscal que empobrece a 
otros países de la Unión, 
ofreciendo ventajas indebi-
das a terceros países, con-
tra el artículo 116 de la UE, 
que hoy está en trámites de 
aplicárselo en su contra.  

No contento con ello y a 
pesar de su alto nivel de 
vida, este país se opone 
como nadie en la UE a la 

ayuda humanitaria a los paí-
ses más afectados por el Co-
vid-19. Monumental mues-
tra de avaricia, ‘justificada’ 
por su fuerte mentalidad ra-
cista, tantas veces descara-
da hacia los países del Sur; 
en especial hacia España, a 
pesar de que su indepen-
dencia data nada menos que 
del 26 de julio de 1581 y fue 
reconocida el 30 de enero 
de 1648. Esa bajeza de mi-
ras, esa miopía, casi cegue-
ra respecto a sus propios in-
tereses a corto plazo, pue-
de resultarle fatal a medio 
o largo plazo para sus nece-
sidades vitales de subsis-
tencia. 
MARTÍN SAGRERA  
CAPDEVILA 

Feijóo y Urkullu 
Tanto Feijóo como Urkullu 
volvieron a ser elegidos des-
pués de que durante los úl-
timos meses habían man-
tenido una actitud de leal-
tad discrepante hacia el Go-
bierno de España, al menos 
durante los meses de con-
finamiento. Su tono ha sido 
moderado y han hecho gala 
de la responsabilidad que 
ostentaban. Los electores 
no han descuidado el hecho 
de que actitudes como es-
tas son las que, al final, aca-
ban primando entre la ma-
yoría de los ciudadanos. Eso, 
sumado al valor de la expe-
riencia en la gestión y al de-
seo de estabilidad en estos 
momentos tan complejos, 
ha hecho que los presiden-
tes autonómicos de Galicia 
y País Vasco hayan vuelto a 
ser elegidos y valorados al 
alza. 
JUAN GARCÍA 

El esfuerzo de 
Cáritas 
Ante el incremento alar-
mante de la demanda de 
ayuda, se percibe un nota-
ble esfuerzo de generosidad 
por parte de la comunidad 
cristiana y de la sociedad 
española. Las donaciones 
en este tiempo, los cuatro 
meses de pandemia, se han 
multiplicado casi por tres. 
La inmediatez con la que 
Cáritas está dando respues-
ta a las necesidades se en-
tiende desde una trayecto-
ria que la avala. En 2019 
destinó 337 millones en el 
conjunto de las Cáritas dio-
cesanas para acompañar a 
un total de 2,3 millones de 
personas. Un esfuerzo y una 
generosidad que redunda 
en beneficio de todos. 
PEDRO GARCÍA

CARTAS  
AL DIRECTOR

cartas@elcorreo.com

OPINIÓN30 Sábado 18.07.20  
EL CORREO


